
INFORME DE LA PONENCIA

122/000215 Proposición de Ley para el impulso de la inclusión 
laboral de las personas con discapacidad a través de la 
cuota de reserva de empleo en las empresas.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se 
ordena la publicación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales del informe emitido 
por la Ponencia sobre la Proposición de Ley para el impulso de la inclusión laboral de las 
personas con discapacidad a través de la cuota de reserva de empleo en las empresas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 23 de julio de 2026.—P.D. El Secretario 
General del Congreso de los Diputados, Fernando Galindo Elola-Olaso.

A la Comisión de Trabajo, Economía Social, Inclusión, Seguridad Social y Migraciones

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre la Proposición de Ley para el 
impulso de la inclusión laboral de las personas con discapacidad a través de la cuota de 
reserva de empleo en las empresas (núm. expte. 122/215), integrada por los Diputados 
D.ª Violante Tomás Olivares (GP), D.ª María Sandra Moneo Díez (GP), D.ª María Isabel 
Prieto Serrano (GP), D.ª Elisa Garrido Jiménez (GS), D. Emilio Sáez Cruz (GS), D.ª 
Blanca Cercas Mena (GS), D, Juan José Aizcorbe Torra (GVOX), D. David García Gomis 
(GVOX), D.ª Aina Vidal Sáez (GSUMAR), D. Vicenç Vidal Matas (GSUMAR), D. Jordi 
Salvador i Duch (GR), D. Josep Maria Cervera Pinart (GJxCAT), D.ª Isabel Pozueta 
Fernández (GEH Bildu), D.ª Idoia Sagastizabal Unzetabarrenetxea (GV (EAJ-PNV)) y D.ª 
Cristina Valido García (GMx), ha estudiado con todo detenimiento dicha iniciativa, así 
como las enmiendas presentadas y, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 113 
del Reglamento, elevan a la Comisión el siguiente:

INFORME

La Ponencia, con el voto en contra del Grupo Parlamenario VOX y las abstenciones 
del Grupo Parlamentario Popular y del Grupo Parlamentario Junts per Catalunya, 
acuerda incorporar a la Proposición de Ley las siguientes enmiendas transaccionales:

— Número 1 a las enmiendas 15 del Grupo Parlamentario Junts per Catalunya y 29 
del Grupo Parlamentario Popular.

— Número 2 a la enmienda 28 del Grupo Parlamentario Popular.
— Número 3 a las enmiendas 4 del Grupo Parlamentario Mixto (Sra. Valido García), 

6 del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), 14 del Grupo Parlamentario Mixto (Sra. 
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Belarra Urteaga), 17 y 24 del Grupo Parlamentario Junts per Catalunya y 31 del Grupo 
Parlamentario Popular.

— Número 4 a las enmiendas 4 del Grupo Parlamentario Mixto (Sra. Valido García) 
y 17 del Grupo Parlamentario Junts per Catalunya.

Además de las enmiendas transaccionales se acuerda incorporar a la Proposición de 
Ley la siguiente enmienda al articulado:

— Número 30 del Grupo Parlamentario Popular.

Se retiran la enmienda número 4 de la Sra. Valido García (GMX) afectada por las 
transaccionales 3 y 4 y la enmienda número 6 del G.P. Vasco (EAJ-PNV) afectada por la 
transaccional 3.

El resto de las enmiendas presentadas a la Proposición de Ley se mantienen para su 
debate y votación en Comisión.

La Ponencia acuerda, asimismo, incluir las observaciones técnicas del Letrado 
adscrito a la Comisión de Trabajo, Economía Social, Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones.

El texto de la Proposición de Ley resultante de la incorporación de todo ello se 
acompaña como Anexo a este Informe.

Palacio del Congreso de los Diputados, 23 de junio de 2026.—Elisa Garrido 
Jiménez, Emilio Sáez Cruz, Blanca Cercas Mena, Juan José Aizcorbe Torra, David 
García Gomis, Aina Vidal Sáez, Vicenç Vidal Matas, Jordi Salvador i Duch, Josep 
Maria Cervera Pinart, Isabel Pozueta Fernández, Idoia Sagastizabal 
Unzetabarrenetxea y Cristina Valido García, Diputados.
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ANEXO

Exposición de motivos

La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
aprobada en Nueva York el 13 de diciembre de 2006 fue ratificada por España en 
noviembre de 2007 y entró en vigor en nuestro país el 3 de mayo de 2008. El objetivo 
de dicha Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones 
de igualdad de los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas 
con discapacidad.

El artículo 27 de la Convención reconoce el derecho de las personas con 
discapacidad a trabajar en igualdad de condiciones con las demás, lo cual incluye el 
derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido 
o aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y 
accesibles a las personas con discapacidad. Este precepto mandata a los Estados Parte 
a salvaguardar y promover el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas 
que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, 
incluida la promulgación de legislación.

La reforma del artículo 49 de la Constitución Española, aprobada en 2024, alinea los 
mandatos constitucionales en relación con las personas con discapacidad con los 
principios y valores de la Convención Internacional sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, elevando al máximo rango la inclusión social de este 
grupo ciudadano que se logra por el desempeño de un empleo decente y significativo 
que proporcione rentas suficientes para llevar una vida digna y participativa.

En nuestro país, el Libro blanco sobre empleo y discapacidad, publicado por el Real 
Patronato sobre Discapacidad en julio de 2023, constituye un amplio estudio científico y 
detallado del tratamiento del empleo de las personas con discapacidad, que incluye 
propuestas de futuro. Fue impulsado por los Ministerios de Derechos Sociales y 
Agenda 2030 y de Trabajo y Economía Social, así como por el Comité Español de 
Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), la Fundación ONCE y el 
SEPE, y contó con los interlocutores sociales y personas expertas en los ámbitos del 
derecho del trabajo, la economía, la discapacidad, la Seguridad Social, entre otros.

El gran objetivo de este Libro Blanco es visibilizar y analizar, desde una concepción 
amplia, el empleo de las personas con discapacidad, con la finalidad de aportar claves y 
propuestas para la formulación de políticas públicas y acciones privadas, encaminadas a 
la eliminación de las barreras y obstáculos que todavía persisten en el empleo de las 
personas con discapacidad para lograr una completa inclusión en el mercado laboral y, 
por tanto, alcanzar la plena ciudadanía, eliminando cualquier tipo de discriminación.

Entre otras muchas cuestiones, el Libro blanco sobre empleo y discapacidad aborda 
los sistemas de cuota de reserva de empleo. Este tipo de medidas, en España, datan del 
año 1938, con la publicación de un Decreto de 5 de abril que reservó plazas de empleo 
público para el Benemérito Cuerpo de Mutilados de Guerra por la Patria [sic]. Desde 
entonces, la cuota ha ido perdiendo el carácter corporativo hasta convertirse en un 
mecanismo genérico de garantía de la igualdad de oportunidades.

En la actualidad, la cuota de reserva en el empleo ordinario para personas con 
discapacidad viene establecida en el apartado 1 del artículo 42 de la Ley General de 
Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social, aprobada 
mediante el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre. Esta norma fija la 
cuota de reserva en un 2 % y afecta a las empresas que empleen, al menos, a 50 
personas trabajadoras, sea cual fuere el número de centros de trabajo de los que 
disponen y con independencia del tipo de vinculación contractual de las personas 
trabajadoras afectadas, incluyendo en el cómputo a las personas trabajadoras cedidas 
por empresas de trabajo temporal.

De manera excepcional, existe la posibilidad de que las empresas queden exentas 
de esta obligación, de forma parcial o total. Para ello existen dos vías. Una de ellas se 
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materializa a través de acuerdos recogidos en la negociación colectiva sectorial de 
ámbito estatal y, en su defecto, de ámbito inferior, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 83.2 y 3, del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. La otra se lleva a cabo 
por opción voluntaria de la empresaria, debidamente comunicada a la autoridad laboral. 
La condición necesaria, en ambos supuestos, es que se apliquen las medidas 
alternativas que se determinen reglamentariamente.

El vigente Texto Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto tipifica en el apartado 3 
del artículo 15, como infracción grave en materia de empleo, el incumplimiento en 
materia de integración laboral de personas con discapacidad de la obligación legal de 
reserva de puestos de trabajo para personas con discapacidad, o de la aplicación de sus 
medidas alternativas de carácter excepcional.

Sin embargo, una de las conclusiones del Libro blanco sobre empleo y discapacidad 
es que la actual configuración de las sanciones en esta materia resulta insuficiente.

Para dar cumplimiento a la Convención Internacional ya citada y desarrollar sus 
mandatos es necesario desplegar políticas públicas que garanticen el pleno ejercicio de 
los derechos de las personas con discapacidad. En materia de empleo es necesario 
seguir avanzando, tal y como indica el Libro blanco sobre empleo y discapacidad. Entre 
otras muchas cuestiones que deben abordarse, se encuentra la de avanzar hacia el 
pleno cumplimiento de la reserva de empleo para las personas con discapacidad. Para 
ello, una medida esencial es la de endurecer la calificación de la infracción por 
incumplimiento de la obligación legal de reserva de puestos de trabajo para personas 
con discapacidad, para que pase de grave a muy grave, con todas las consecuencias 
derivadas de ello.

Esta modificación debe de acompañarse de otras medidas dirigidas a que la 
sociedad en general, y el empresariado en particular, tome una mayor conciencia de la 
importancia que tiene el cumplimiento y desarrollo de la Convención Internacional sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad y, de manera específica, de los 
beneficios que tiene para toda la ciudadanía conseguir la plena inclusión laboral de las 
personas con discapacidad. También debe promoverse el conocimiento de la existencia 
de la reserva de empleo en las empresas y de la necesidad de que se cumpla. Todo ello 
debería acompañarse de campañas a cargo de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social dirigidas a impulsar y verificar el cumplimiento de la obligación legal de reserva de 
puestos de trabajo para personas con discapacidad en las empresas. La Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social lleva ya varios años realizando un importante esfuerzo en 
este sentido, pero ahora, coincidiendo con la modificación normativa que endurece la 
tipificación de la infracción que constituye el mencionado incumplimiento, esta labor debe 
intensificarse más aún.

Por otra parte, se debe incidir en la exclusión del acceso a subvenciones a las 
personas físicas o jurídicas incumplidoras de las normas legales que favorezcan los 
derechos de las personas con discapacidad y, en concreto, introducir entre los supuestos 
excluidos del acceso a subvenciones a las empresas que hayan sido sancionadas en 
sede administrativa por infracción consistente en el incumplimiento de la cuota de 
reserva de empleo para las personas con discapacidad. No es coherente que personas 
físicas o jurídicas que han sido sancionadas por tan grave conducta obtengan beneficios 
o subvenciones públicas. Desde los poderes públicos no se puede favorecer a quienes 
incumplen obligaciones generales dirigidas a favorecer a grupos vulnerables.
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En definitiva, el refuerzo del cumplimiento de la cuota de reserva de empleo para 
personas con discapacidad debe articularse desde criterios de proporcionalidad y 
eficacia.

Artículo primero. Modificación del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social.

Uno. Se suprime el apartado 3 del artículo 15 del Real Decreto Legislativo 5/2000, 
de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social.

Dos. Se modifica el artículo 16 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social, para añadir, al final, una nueva letra al apartado 1, con la siguiente 
redacción:

«Artículo 16. Infracciones muy graves.

[…]
h) El incumplimiento en materia de inclusión laboral de personas con 

discapacidad de la obligación legal de reserva de puestos de trabajo para 
personas con discapacidad, o de la aplicación de sus medidas alternativas de 
carácter excepcional.»

Tres. Se modifica el último párrafo del apartado 2 del artículo 39, que queda 
redactado como sigue:

«Artículo 39. Criterios de graduación de las sanciones.

[…].
No obstante lo previsto en el artículo 41 de esta ley, en el supuesto de la 

infracción tipificada en el artículo 16.1 h), la sanción se impondrá en su 
grado máximo cuando, en los dos años anteriores a la fecha de la comisión 
de la infracción, el sujeto responsable ya hubiere sido sancionado en firme 
por incumplimiento de la obligación legal de reserva de puestos de trabajo 
para personas con discapacidad o de la aplicación de sus medidas 
alternativas de carácter excepcional.»

Cuatro. Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 46, que queda 
redactado como sigue:.

«Artículo 46. Sanciones accesorias.

1. Sin perjuicio de las sanciones a que se refiere el artículo 40.1 y, salvo 
lo establecido en el artículo 46 bis de esta ley, los empresarios que hayan 
cometido la infracción grave prevista en el apartado 6 del artículo 15 o las 
infracciones muy graves tipificadas en los artículos 16 y 23 de esta ley, en 
materia de empleo, formación profesional para el empleo y protección por 
desempleo:»
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Artículo segundo. Modificación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

Se modifica el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, para añadir una nueva letra k) al apartado 2, y para modificar el 
apartado 4, con la siguiente redacción:

«2.

[…]
k) Haber sido sancionados en sede administrativa mediante resolución 

administrativa firme por infracción laboral muy grave, tipificada en la letra h) del 
artículo 16 del Texto Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en Orden 
Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

[…]

4. Las prohibiciones contenidas en los párrafos b), d), e), f), g), h), i), j) y 
k) del apartado 2 y en los apartados 3 y 3 bis de este artículo se apreciarán 
de forma automática y subsistirán mientras concurran las circunstancias 
que, en cada caso, las determinen.»

Disposición adicional primera. Campañas de difusión y toma de conciencia sobre 
inclusión laboral de las personas con discapacidad.

Las Administraciones públicas, en la esfera de sus competencias, llevarán a cabo 
campañas informativas dirigidas a la sociedad en general, y a las empresas en particular, 
destinadas a la difusión y concienciación sobre la importancia de avanzar en materia de 
inclusión laboral de las personas con discapacidad, con especial atención a la medida de 
reserva de puestos de trabajo para ellas en las empresas.

Disposición adicional segunda. Actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social.

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social realizará, durante los próximos 3 años, 
renovables por períodos iguales, campañas específicas dirigidas a verificar el 
cumplimiento de la obligación legal de reserva de puestos de trabajo para personas con 
discapacidad en las empresas, confeccionando a tal efecto informes y balances en los 
que consten los resultados de las mismas, que permitan comprobar su eficacia.

Las campañas se articularán en el marco de las Comisiones Operativas 
Autonómicas del Sistema de Inspección de Trabajo.

Disposición adicional tercera (nueva). Evaluación de impacto.

1. En el plazo de tres años desde la entrada en vigor de la presente Ley, el 
Gobierno elaborará un informe de evaluación integral del impacto de las medidas 
previstas en la misma sobre el cumplimiento de la obligación legal de reserva de 
puestos de trabajo para personas con discapacidad y sobre la evolución de su 
empleo en el mercado ordinario de trabajo, que será remitido a las Cortes 
Generales y publicado en el Portal de Transparencia.

2. El informe incluirá, al menos, los siguientes indicadores de evaluación:

a) Porcentaje de empresas obligadas que cumplen la cuota de reserva de 
empleo.

b) Número de personas con discapacidad contratadas en empleo ordinario y 
su variación anual en las empresas obligadas.

c) Número de actuaciones inspectoras realizadas en esta materia, así como el 
número de infracciones detectadas y sanciones impuestas. Los datos relativos a la 
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actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desglosarán por 
sectores, tamaño de las empresas y territorio, con desagregación por sexo y tipo 
de discapacidad, respetando la normativa de protección de datos.

d) Evolución del uso de medidas alternativas y su proporción respecto de la 
contratación directa.

e) Evolución del cumplimiento por sector, tamaño de las empresas, 
comunidad autónoma, tipo de discapacidad de las personas contratadas y sexo.

f) Efectos en empleo de calidad y su estabilidad.
g) Evaluación del impacto de las campañas de difusión y concienciación en el 

grado de cumplimiento empresarial.
h) Recomendaciones normativas.

Disposición final primera. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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